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Temas:    
DERECHO DE PETICIÓN – RESUELTO POR LA ENTIDAD / NIEGA. “[M]ediante escrito que suscribieron los señores Diego Andrés Trujillo García y Marino Salgado Carvajal, este último en calidad de representante legal de Elite International Américas SAS, dirigido a la Corrdinadora del Grupo Reconocimiento Obligaciones Litigiosas y Jurisdicción Coactiva del  Ministerio de Defensa Nacional y recibido en esa entidad el 15 de septiembre de 2016, aquellos solicitaron reconocer y registrar al primero como cesionario titular y beneficiario del 6.81% de los derechos económicos reconocidos mediante sentencia a la sociedad cedente y efectuar el pago correspondiente a su favor (…) [L]a entidad demandada contestó la petición elevada y lo hizo antes del 16 de diciembre del año pasado, fecha en que la Sala Penal del Tribunal de Cundinamarca se declaró incompetente para conocer la acción de tutela y ordenó su envío a este distrito
 y en la que fue recibida en la Oficina Judicial de esta ciudad, motivo por el que no puede considerarse vulnerada la garantía cuya protección invoca el actor con fundamento en los hechos en que la sustentó, concretamente en la falta de respuesta a su solicitud. En esas condiciones, se negará la tutela solicitada.”.
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   Pereira, enero veinticuatro (24) de dos mil diecisiete (2017)  


   Acta No. 028 del 24 de enero de 2017

   Expediente 66001-22-13-000-2016-01311-00
Decide la Sala en primera instancia sobre la acción de tutela instaurada por el señor Diego Andrés Trujillo García, contra la Directora del Grupo de Reconocimiento de Obligaciones Litigiosas y Jurisdicción Coactiva del Ministerio de Defensa Nacional, a la que fue vinculado el Director de Asuntos Legales de esa entidad.

A N T E C E D E N T E S

1. Los hechos relatados por el actor pueden resumirse así:

1.1 La sociedad Elite International Américas SAS adquirió los derechos crediticios de la sentencia proferida en el proceso judicial radicado bajo el número 0012-18-001-23-32-002-2008-00235-01. Esta cesión fue autorizada por la Dirección del Grupo de Reconocimiento de Obligaciones Litigiosas y Jurisdicción Coactiva del Ministerio de Defensa Nacional, mediante oficio de 27 de mayo de 2016.
1.2 La anterior negociación se realizó dentro de la modalidad de compra y venta de derechos de sentencias ejecutoriadas que ofrece la citada sociedad, y en ella no figuran las inconsistencias reveladas por la Superintendencia de Sociedades, luego de intervenir el producto de libranzas que también maneja Elite International Américas.
1.3 El 24 de agosto de 2016 consignó a la referida sociedad el valor de $70.000.000 por concepto de pago de obligación derivada del contrato de cesión del 6.81% de los derechos reconocidos en la mencionada sentencia, que adquirió en uso de aquella modalidad. 
1.4 Mediante escrito presentado el 15 de septiembre siguiente solicitó, junto con el representante legal de Elite International Américas, ser  reconocido y registrado como cesionario titular y beneficiario del 6.81% de los derechos económicos reconocidos mediante fallo judicial, así como de los intereses, indexaciones o cualquier suma adicional que se deprenda de la eventual corrección o aclaración de esa sentencia; se realizara a su favor el pago respectivo y pidió que fuera consignado en su cuenta de ahorros. 
1.5 A esa solicitud anexó certificado suscrito por el representante legal de la sociedad, en el que da cuenta que se encuentra a paz y salvo con las obligaciones emanadas del contrato de cesión.
1.6 A la fecha y luego de transcurridos más de quince días, aún no ha recibido respuesta alguna, omisión que además de lesionar su derecho fundamental de petición, le puede ocasionar un grave detrimento patrimonial, pues Elite International Américas ingresó en “proceso de intervención, reorganización y actualmente se encuentra en trámite de liquidación” y según el cronograma fijado en esa actuación administrativa, para el 5 de octubre de 2016 dicha sociedad aún no había sido objeto de medidas cautelares, mucho menos había entrado en proceso de liquidación, por lo que en esa fecha los derechos crediticios de la sociedad intervenida se encontraban libres de gravámenes. Sin embargo, al no haber sido reconocida a tiempo la cesión, en la actualidad carece de documento legítimo que acredite tal vínculo contractual.   

2. Considera lesionados sus derechos de petición, al trabajo y la propiedad privada. Para su protección, solicita se ordene a la autoridad demandada, responder de fondo la reclamación elevada y “que una vez producida la comunicación definitiva… remita a su Despacho, copia del acto administrativo con las formalidades de ley, so pena de sanciones… por desacato”.
A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1. Por auto de 11 de enero pasado se avocó el conocimiento de la acción de tutela promovida contra la Directora del Grupo de Reconocimiento de Obligaciones Litigiosas y Jurisdicción Coactiva del Ministerio de Defensa Nacional y que fue remitida por competencia por la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cundinamarca. Posteriormente, se ordenó vincular al Director de Asuntos Legales de esa misma entidad.

2. Se pronunció la funcionaria demandada, para solicitar se declarara el hecho superado ya que mediante oficio de 25 de noviembre de 2016, remitido a las direcciones físicas y electrónicas que suministraron los peticionarios, se resolvió de fondo el derecho de petición formulado el 15 de septiembre anterior. 
3. El funcionario vinculado guardó silencio.

C O N S I D E R A C I O N E S 
1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a esta Sala determinar, como problema jurídico, si en este caso se incurrió en lesión al derecho de petición, de que es titular el demandante.
3. Ese derecho está consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política y es catalogado como uno subjetivo de las personas para acudir ante las autoridades o las organizaciones privadas con el fin de obtener se resuelvan las peticiones que ante ellas eleven, que no incluye el derecho a que el pronunciamiento sea en determinado sentido. El ejercicio efectivo de tal derecho implica además el de obtener una pronta resolución. 

La demora en responder o incluso las respuestas evasivas, vagas, contradictorias y en general las que no resulten concretas y por ende, impidan al interesado acceder a la información que solicita o cuando la respuesta lo desoriente o cause incertidumbre respecto a las inquietudes que procura aclarar, violan tal derecho. Así lo ha decantado la jurisprudencia constitucional:

“Dentro del marco citado, el derecho de petición se concreta (i) en la posibilidad que tiene cualquier persona de presentar peticiones ante las autoridades; (ii) en la obligación correlativa de las autoridades de emitir una respuesta pronta, clara, completa y de fondo a las solicitudes que le sean presentadas; y (iii) en la consecuente obligación de las autoridades de comunicar de manera oportuna a los peticionarios su respuesta. Igualmente debe anotarse que el derecho de petición guarda un vínculo de conexidad con otros derechos de igual relevancia como el derecho a la información y a la libertad de expresión.

“4.2. La jurisprudencia constitucional ha establecido que el núcleo esencial del derecho fundamental de petición comprende los siguientes cuatro elementos:

“(i) la posibilidad cierta y efectiva de presentar, de manera respetuosa, solicitudes ante las autoridades, sin que éstas se nieguen a recibirlas o tramitarlas;

“(ii) la facultad de obtener una resolución pronta y oportuna de la cuestión en los términos consagrados en la ley;

“(iii) el derecho a que sea resuelta de fondo, de manera clara, precisa y congruente con lo solicitado y

“(iv) la pronta comunicación al peticionario acerca de la decisión o información requerida.

 “…

“4.3 Resulta igualmente importante señalar que la jurisprudencia constitucional ha sido reiterativa en señalar que para que el derecho de petición sea efectivamente respondido, la respuesta al mismo ha de ser (i) suficiente, cuando quiera que resuelva materialmente la petición y satisfaga los requerimientos del solicitante, sin que por ello excluya la posibilidad de que la respuesta sea negativa a las pretensiones del peticionario; (ii) efectiva, si soluciona el caso que se plantea y (iii) congruente si existe coherencia entre lo respondido y lo pedido, lo que supone que la solución o respuesta verse sobre lo preguntado y no sobre un tema semejante o relativo al asunto principal de la petición, sin que se excluya la posibilidad de suministrar información adicional que se encuentre relacionada con la petición propuesta. De esta manera, solo se entenderá que el derecho de petición se encuentra garantizado cuando la respuesta al requerimiento hecho por el particular cumple con los anteriores aspectos.”
. 

4. La Ley 1755 de 2015, “Por medio de la cual se regula el Derecho Fundamental de Petición y se sustituye un título del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”, dice en el artículo 13 que toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución; el 14 dice que salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince días siguientes a su recepción y el parágrafo de la misma norma dice que cuando excepcionalmente no fuere posible resolver la petición en los plazos señalados, la autoridad debe informar esta circunstancia al interesado, antes del vencimiento del término señalado en la ley expresando los motivos de la demora y señalando a la vez el plazo razonable en que se resolverá o dará respuesta, que no podrá exceder del doble del inicialmente previsto.

5. Se encuentra acreditado que en este caso, mediante escrito que suscribieron los señores Diego Andrés Trujillo García y Marino Salgado Carvajal, este último en calidad de representante legal de Elite International Américas SAS, dirigido a la Corrdinadora del Grupo Reconocimiento Obligaciones Litigiosas y Jurisdicción Coactiva del  Ministerio de Defensa Nacional y recibido en esa entidad el 15 de septiembre de 2016, aquellos solicitaron reconocer y registrar al primero como cesionario titular y beneficiario del 6.81% de los derechos económicos reconocidos mediante sentencia a la sociedad cedente y efectuar el pago correspondiente a su favor
.

También, que por oficio del 25 de noviembre siguiente, el Director de Asuntos Legales del Ministerio de Defensa Nacional aceptó esa cesión de crédito en forma condicionada y solicitó se allegara el valor de la contraprestación a pagar por parte del cesionario al cedente, por concepto del contrato suscrito entre ambos el 30 de agosto de 2016. Para ese efecto les concedió el término de quince días
.

Dicho documento fue dirigido al representante legal de Elite Internacional Américas SAS y remitido, los días 28 de noviembre y 5 de diciembre de 2016, a la carrera 11ª No. 93-67, oficina 501-504 de Bogotá y a juridica@elite.net.co, Fernando.millan@elite.net.co y mykoul.rebolledo@elite.net.co
, direcciones físicas y electrónicas que fueron las suministradas por quienes suscribieron la petición, para efectos de recibir notificaciones.

6. Surge de tales pruebas que la entidad demandada contestó la petición elevada y lo hizo antes del 16 de diciembre del año pasado, fecha en que la Sala Penal del Tribunal de Cundinamarca se declaró incompetente para conocer la acción de tutela y ordenó su envío a este distrito
 y en la que fue recibida en la Oficina Judicial de esta ciudad, motivo por el que no puede considerarse vulnerada la garantía cuya protección invoca el actor con fundamento en los hechos en que la sustentó, concretamente en la falta de respuesta a su solicitud.

7. En esas condiciones, se negará la tutela solicitada.
Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO: Negar la tutela solicitada por el señor Diego Andrés Trujillo García contra la Directora del Grupo de Reconocimiento de Obligaciones Litigiosas y Jurisdicción Coactiva del Ministerio de Defensa Nacional, a la que fue vinculada el Director de Asuntos Legales de esa entidad.

SEGUNDO. Notifíquese esta providencia a las partes en la forma prevista por el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO. De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión, conforme lo dispone el artículo 32 del referido decreto.

Notifíquese y cúmplase, 
Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA



EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
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� Corte Constitucional. Sentencia T-556 de 2013. M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez.
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